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SENTENCIA

En la Villa de Madrid, a veintiocho de Julio de dos mil nueve

En los recursos de casación por quebrantamiento de forma, infracción de ley e infracción de precepto
constitucional, interpuestos por las representaciones de los acusados  Octavio ,  Victoriano ,  Juan Miguel
,  Basilio ,  Epifanio ,  Rosana ,  Ismael ,  Olegario  y  Vidal , contra sentencia dictada por la Audiencia
Provincial de Santander, Sección Tercera, que les condenó por delitos contra la salud pública y depósito de
armas de guerra, los componentes de la Sala Segunda del Tribunal Supremo que al margen se expresan
se han constituido para la votación y fallo bajo la Presidencia del primero de los indicados y Ponencia del
Excmo. Sr. D. Diego Ramos Gancedo, siendo también parte el Ministerio Fiscal y estando dichos recurrentes
representados por los Procuradores/as: Sr. Granizo Palomeque, respecto a los acusados  Octavio ,  Victoriano
,  Juan Miguel  y  Basilio ; Sra. Munar Serrano respecto al acusado  Epifanio ; Sr. Reynolds Martínez respecto
a la acusada  Rosana ; Sr. Arana Moro respecto del acusado  Ismael ; Sr. Gandarillas Martos respecto del
acusado  Olegario  y Sra. García Cornejo respecto del acusado  Vidal .

I. ANTECEDENTES

1.- El Juzgado de Instrucción nº 2 de Santander instruyó sumario con el nº 2 de 2.004 contra  Octavio
,  Victoriano ,  Juan Miguel ,  Basilio ,  Epifanio ,  Rosana ,  Ismael ,  Olegario  y  Vidal , y, una vez concluso,
lo remitió a la Audiencia Provincial de Santander, Sección Tercera, que con fecha 19 de mayo de 2.008 dictó
sentencia que contiene los siguientes Hechos Probados: Apreciando en conjunto la prueba practicada, se
declaran probados los siguientes hechos: I.- En fechas anteriores al mes de abril de 2002, funcionarios de la
Brigada de Policía Judicial de la Jefatura Superior de Policía tuvieron conocimiento de que  Victoriano , Alias
"  Pirata ", se encontraba implicado en actividades de distribución de cocaína y pastillas de MDMA (éxtasis)
en las localidades de El Astillero y otras limítrofes, razón por la cual interesaron del Juzgado de Instrucción
nº 2 de los de Santander la intervención del número de teléfono  NUM000  que, según informaciones de
que disponían, era utilizado por dicha persona. Por las vigilancias y observaciones realizadas por la Policía
Judicial se tenía la sospecha de que el citado  Victoriano  distribuía las drogas con las que traficaba a través de
diversos individuos, que resultaban ser los encargados de repartir entre los consumidores dichas sustancias.
Los funcionarios policiales lograron la identificación de las siguientes personas relacionadas con  Victoriano
:  Luis Antonio ,  Juan Miguel ,  Bernabe ,  Federico ,  Marcos ,  Tomás ,  Pedro Enrique ,  Clemente , y
Inocencio . Mediante  Auto de 15 de abril de 2002 se autoriza la intervención, observación, escucha y grabación
del referido número de teléfono  NUM000  por considerar que existían fundados indicios de que mediante la
intervención autorizada podrían descubrirse hechos y circunstancias de interés sobre la comisión de un delito
contra la salud pública, en el que pudiera estar implicado  Victoriano . Referida intervención fue autorizada por
término de un mes, decretándose el secreto de la causa por tiempo no superior a la duración de la intervención,
pues de otro modo se frustraría la finalidad de la misma. Al extenderse el secreto a todas las partes excluido
el Ministerio Fiscal, se ordena poner en conocimiento del mismo la resolución adoptada.

II.- Mediante oficio de la Policía Judicial de 25 de abril de 2002 se solicita, en relación con las diligencias
previas incoadas por el Juzgado con motivo de la intervención que se llevaba a cabo por el Grupo de
Estupefacientes, la intervención, número  NUM001  que se sospechaba era utilizado por el citado  Victoriano ,
para realizar o recibir llamadas relacionadas con el tráfico de drogas. Tal petición se realizó como consecuencia
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de que a tráves de la intervención que se autorizó judicialmente del número  NUM000 , se pudo determinar
que el referido número no era utilizado por  Victoriano , ya que en el mismo y desde el día 18, en que comenzó
la intervención solamente se registraron conversaciones de los padres.

Por otra parte como consecuencia de las investigaciones realizadas hasta ese momento se llegó al
conocimiento de que pudiera estar utilizando el número  NUM001 , razón por la cual se solicitó su intervención.
En la comunicación policial se alude expresamente a que en una conversación que mantiene el padre de
Victoriano  el día 18 de abril con un amigo, le comenta que mantiene este número y otro más como teléfono
de casa ya que no los lleva a la calle, por lo que se considera conveniente para la investigación continuar
con la intervención ya autorizada judicialmente del teléfono  NUM000 , ya que como consecuencia de las
conversaciones que se pudieran desarrollar a través del mismo, se podrían llegar a conocer los movimientos
del investigado  Victoriano . Mediante  Auto de 25 de abril de 2002 , considerando el Instructor la existencia de
fundados indicios de que mediante la intervención, grabación y escucha del teléfono  NUM001 , supuestamente
utilizado por  Victoriano , podrían descubirse hechos y circunstancias de interés sobre la comisión de un
delito de tráfico de drogas, en el que pudiera estar implicado el mismo, se autoriza la intervención telefónica
solicitada. Referida intervención fue autorizada hasta el día 15 de mayo de 2.002, a cuyo término el cuerpo
policial solicitante debería dar cuenta de su resultado, debiendo aportar el listado de llamadas entrantes y
salientes del número indicado. Igualmente se mantuvo el secreto de la causa por tiempo no superior a la
duración de la intervención, pues de otro modo se frustraría la finalidad de la misma. Al extenderse el secreto
a todas las partes excluido el Ministerio Fiscal, se ordena poner en conocimiento del mismo la resolución
adoptada.

III.- Con fecha 8 de mayo la Policía Judicial presenta nuevo oficio al Juzgado interesando autorización
para la Intervención, Escucha y Grabación hasta el día 15 de junio , del teléfono  NUM002  que, supuestamente,
también utilizaba  Victoriano . Igualmente se solicita la baja de la intervención del número  NUM001 , que fue
pedida el 25 de abril y autorizada judicialmente, y ello por cuanto desde que se comenzó la intervención no
se detectó conversación alguna de  Victoriano . La solicitud de intervención de un nuevo número de teléfono
se realiza con fundamento en una conversación que se registró a las 14'57 horas del día 7 de mayo de 2002,
en la intervención del número  NUM000 , utilizado como teléfono fijo en el domicilio de  Victoriano , grabada
en la cinta 1 cara A, paso 158, en la que José Luis, conocido por "  Capazorras " (padre de  Victoriano ) recibe
llamada de su hermana Maite y éste le pregunta si  Victoriano  y su novia van a ir a la comunión, el padre le
comenta que su hijo reside en Somo y simultáneamente le pregunta a su mujer por el teléfono móvil de su
hijo, con objeto de consultarle, dándole ésta el  NUM002 , número del que se solicita la autorización judicial
de intervención con objeto de poder detectar cuantas conversaciones relacionadas con el tráfico de drogas
pudiera realizar o recibir  Victoriano . Por  Auto de 8 de mayo de 2002 se considera que existen fundados
indicios de que mediante la intervención, grabación y escucha del teléfono  NUM002 , utilizado por  Victoriano
, puedan descubrirse hechos y circunstancias de interés sobre la comisión de un delito contra la salud pública,
en el que pudiera estar implicado el mismo, y se ordena la intervención telefónica solicitada, hasta el día 15
de junio de 2.002. Se continúa el secreto de las actuaciones acordado por  Auto de 15 de abril de 2002 para
todas las partes, excepto para el Ministerio Fiscal, por tiempo no superior a la duración de la intervención.
Igualmente se ordena poner en conocimiento del Ministerio Fiscal la resolución dictada.

IV.- Con fecha 13 de mayo de 2002 la Policía Judicial remite nuevo oficio al Juzgado solicitando la
prórroga a su vencimiento de la intervención, grabación y escucha del teléfono  NUM000 . Se justifica dicha
solicitud porque, a partir del día 15 de abril y durante estas semanas, se pudo comprobar que dicho teléfono
aunque es utilizado por los padres de  Victoriano , sirve de apoyo o ayuda para las investigaciones que se
practican, habiendo resultado fundamental para averiguar el número de teléfono móvil que actualmente utiliza
el citado  Victoriano . Mediante  Auto de 14 de mayo de 2002 se estima por el Instructor procedente ordenar
la prórroga de la intervención telefónica acordada. Igualmente se prorroga el secreto de las actuaciones para
todas las partes, excepto para el Ministerio Fiscal, y por el mismo período de tiempo por el que se acuerda la
intervención telefónica. La resolución ordena su puesta en conocimiento al Ministerio Fiscal.

V.- Con fecha 11 de junio de 2002, se remite por la Policía Judicial nuevo oficio al Juzgado en el que se
solicita la prórroga de la intervención del teléfono  NUM002  el cese de la intervención del teléfono  NUM000 ,
y la intervención, observación, grabación y escucha hasta el día 15 de julio, de los teléfonos móviles  NUM003
y  NUM004 , así como los listados de llamadas entrantes y salientes de los mismos. Se justifica la petición por
el resultado de las investigaciones que ha permitido la identificación de personas relacionadas con  Victoriano
, entre las que se encuentran  Basilio ,  Olegario ,  Epifanio ,  Ismael , y  Juan Miguel . Mediante  Auto de 14
de junio de 2002 se acuerda prórroga de la intervención de  NUM002  utilizado por  Victoriano  durante un
mes, el cese del  NUM000 , y la intervención de los números  NUM005  utilizado por  Olegario , del  NUM003
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usado por  Vidal  (alias  Bucanero ) y del  NUM004  usado por  Luis Antonio . Se prorroga secreto actuaciones
ordenando la puesta en conocimiento del Fiscal de la resolución dictada.

VI.- Mediante oficio de la Policía Judicial de 19 de junio de 2002 se interesa la observación, escucha y
grabación del teléfono  NUM006  utilizado por  Ismael , por existir fundadas sospechas de que es la persona
que abastece de droga a  Victoriano . Por  Auto de 19 de junio de 2002 se acuerda la intervención del número
NUM006  hasta el día 15 de julio de 2002 y se mantiene el secreto de las actuaciones para todas las partes
excepto el fiscal, ordenándose poner la resolución en conocimiento del Ministerio Fiscal.

VII.- Mediante oficio de 10 de julio de 2002 se solicita la prórroga de la intervención de los números
NUM002 ,  NUM003 ,  NUM006  y  NUM005 , y el cese del número  NUM004  usado por  Luis Antonio . Sendos
Autos de 12 de julio 2002 acuerdan la prórroga por un mes de la intervención de los teléfonos  NUM002 ,
NUM003 ,  NUM006  y  NUM005 , el cese de la intervención del número  NUM004  y el mantenimiento del
secreto de las actuaciones.

VIII.- Con fecha 24 de julio de 2002 la Policía Judicial comparece ante el Juzgado solicitando
autorización para la intervención del número de teléfono  NUM007  utilizado por  Octavio , persona que ha
mantenido tres citas con  Victoriano  comprobadas a través de las labores de seguimiento y vigilancia. Por
Auto de 24 de julio de 2002 se acuerda la intervención del teléfono  NUM007 , se acuerda mantener el secreto
de las actuaciones y que se ponga en conocimiento fiscal, constando sello en tinta de notificación en forma
de la resolución al Ministerio Público.

IX.- Mediante oficio de 9 de agosto de 2002 se solicita la prórroga por un mes de la intervención de los
teléfonos  NUM002 ,  NUM003 ,  NUM006  y  NUM005 , acordándose mediante  Auto de 12 de agosto de
2002 que prorroga el secreto de las actuaciones.

X.- Mediante oficio de la Policía Judicial se solicita la intervención del teléfono  NUM008  también
utilizado por  Ismael  de quien se sospecha utiliza a  Octavio  como hombre de confianza y encargado de
hacer las entregas de drogas a la organización de  Victoriano . Dicha intervención se autoriza mediante  Auto
de 22 de agosto 2002 .

XI.- El resultado de las anteriores intervenciones telefónicas determina que  Ismael  se dedicaba a
la venta de cocaína en cantidades importantes que le eran suministradas por distintos proveedores con los
que contactaba telefónicamente. Con el citado  Ismael  cooperaba en las labores de custodia, distribución y
venta de las citadas sustancias,  Octavio , quien había arrendado una plaza de garaje en el número  NUM009
de la  CALLE000 , y otra en el número  NUM010  de los bajos del mercado de Puerto Chico, que utilizaba
para depositar sustancias estupefacientes. Dichas sustancias eran suministradas por  Ismael  y  Octavio  a
Victoriano , persona encargada de su distribución a escala más reducida, previa entrega a  Vidal ,  Olegario
y su entonces compañera sentimental  Rosana ,  Basilio ,  Epifanio , y  Juan Miguel , quienes a su vez
distribuían la cocaína entre terceros y recaudaban para  Victoriano  el precio de su venta. Para la realización
de las operaciones de distribución de cocaína y recaudación del importe de su venta,  Victoriano  utilizaba
habitualmente el vehículo Renault Clio, matrícula  .... YVX  que figura a nombre de su madre  Laura .

XII.- El día 23 de agosto de 2002  Octavio  es detenido cuando abandona el garaje  CALLE000  sito
en el número  NUM009  de la calle del mismo nombre, hallándose en su poder 7,03 gramos de cocaína.
A continuación, con la debida autorización del detenido y en presencia del presidente de la Comunidad de
Propietarios, se procede al registro de la plaza de garaje número 106 que tenía alquilada en el edificio,
practicándose la apertura de la puerta con la llave de la que disponía  Octavio , hallándose en su interior
una bolsa de plástico transparente conteniendo cuatro trozos de gran tamaño de cocaína; dos envoltorios de
plástico transparente conteniendo ocho bolsas de cocaína con pesos y purezas respectivamente de 70 grs.
y 77,8%, 60 grs. y 74%, 397,03 grs. y 76,7% y 2.800 grs. y 75,1%; 2 balanzas digitales "Tanita"; libretas con
anotaciones manuscritas; recortes de bolsas y un dispositivo metálico artesanal para secado droga dotado de
bombillas halógenas. Por  Auto de 23 de agosto de 2002 del Juzgado de Instrucción número 2 de Santander
se autoriza la entrada y registro en el domicilio de  Ismael  ubicado en la  URBANIZACIÓN000 , chalet nº
NUM011 , interviniéndose la cantidad de 26.260 euros, una escopeta repetidora "Mossberg" y diversas piezas
y efectos de joyería. Con fecha 24 de agosto de 2002 se practica un registro en el vehículo Volkswagen Golf,
matrícula  G-....-G , propiedad de  Octavio , interviniéndose en su interior un teléfono móvil Panasonic, una
bolsa de celofán con 0,97 grs. marihuana, un trozo de plástico con 0,78 gramos de hachís y un rollo de cinta
adhesiva. Igualmente fue registrado el vehículo utilizado temporalmente por  Ismael , Renault Laguna 111
BHR, siendo intervenidos dos teléfonos móviles, un puñal metálico de 23,5 centímetros y una virola de 1,90
centímetros de longitud. Por  Auto de 24 de agosto de 2002 se autorizó la entrada y registro en el domicilio
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de  Octavio , ubicado en el  BARRIO000  nº  NUM012  de Santiago de Cudeyo, hallándose en su interior
la cantidad de cien euros. En la misma fecha y en presencia del detenido se lleva a efecto el registro de la
plaza de garaje número  NUM010  sita en los bajos del mercado de Puerto Chico, interviniéndose 8 paquetes
con 1 Kg. de cocaína aproximadamente cada uno de ellos, con un peso de 8.260 gramos y una riqueza del
66,1%; un revólver Llama calibre 38; otro revólver Smith and Wesson; una pistola ametralladora "Uzi", modelo
"micro" recamarada a 9 mm. Parabellum; munición de distinto calibre, dos chalecos antibala y un escáner
de frecuencias marca Yaesu. Por  Auto de fecha 24 de agosto de 2002 se autoriza la entrada y registro del
domicilio de  Victoriano , sito en la  CALLE001  número  NUM013 ,  NUM014  de El Astillero, hallándose en su
interior un teléfono móvil "motorola", 325 euros, 2 libretas con anotaciones manuscritas, y una Cartilla de "La
Caixa". Mediante  Auto de 24 de agosto de 2002 se habilita la entrada y registro en el domicilio de  Vidal , sito en
la  CALLE001  número  NUM010 ,  DIRECCION000  de El Astillero, hallándose en su interior un teléfono móvil
"motorola", 65 euros, una nota manuscrita con teléfonos correspondientes a otros procesados, una cartilla de
"La Caixa", y 2 balanzas digitales de precisión "Tanita". Otro Auto de la misma fecha autoriza la entrada y
registro en el domicilio en el que residía  Olegario  en compañía de  Rosana , sito en la  CALLE002  número
NUM015 , escalera  NUM014 , piso  NUM016  de El Astillero, hallándose en su interior numerosos recortes
circulares y bolsas de plástico, así como una cartilla bancaria a nombre de la citada  Rosana . Igualmente
se autoriza la entrada y registro en el piso primero de un inmueble sito en la Carretera Vieja 20 B de Boo
de Guarnizo, correspondiente al establecimiento "Azucena" regentado por los padres del citado  Olegario ,
hallándose en su interior bolsas de plástico y una balanza digital marca "Tanita". En el momento en que la
policía judicial detiene a  Olegario  porta 225 euros.

XIII.- Con fecha 26 de agosto de 2002  Juan Miguel  fue abordado por una dotación de la Guardia Civil
cuando tenía estacionado su vehículo Renault 19, matrícula  H-....-H  a la altura del punto kilométrico 11,400 de
la CA-141, término municipal de Pedreña, hallando los agentes en su poder dos trozos de hachís, un teléfono
móvil Alcatel, y 303,30 euros distribuidos en billetes y monedas. En el interior del automóvil fue hallado un
monedero cuyo interior contenía seis bolsas de plástico con 2,16 gramos de cocaína, dos trozos de hachís
con un peso de 7,73 gramos, y dos pastillas de éxtasis.

XIV.- Con fecha 28 de agosto de 2002 el juzgado instructor acordó el embargo de los saldos de las
cuentas bancarias  NUM017 ,  NUM018  y  NUM019  de las que son titulares  Juan Miguel  y su esposa
Encarnacion ; de la cuenta  NUM020  de la que es titular  Rosana ; de la cuenta  NUM021  de la que es titular
Vidal ; y de las cuentas  NUM022  y  NUM023  de las que es titular la compañera sentimental de  Victoriano
,  Olga .

XV.- El hachís es una sustancia incluida en las Listas I y IV del Convenio Único de 1961. La cocaína
es una sustancia incluida en la Lista I del Covnenio Único de 1961. El éxtasis o MDMA es una sustancia
incluida en la Lista I del Convenio de Viena sobre sustancias psicotrópicas. La sustancia incautada en poder
de  Octavio  tendría en el mercado ilícito, en el momento de los hechos, según la Oficina Central Nacional de
Estupefacientes, un valor de 385.175,10 euros; la sustancia intervenida a  Vidal  tendría un valor de 71 euros,
la intervenida a  Victoriano , de 4,12 euros, y la intervenida a  Olegario , un valor de 11,58 euros. El revólver
Smith and Wesson y el revólver Llama 38 special, se encuentran en perfecto estado de funcionamiento.
Octavio  carece de las preceptivas licencias para su tenencia. La pistola ametralladora "Uzi" modelo micro,
está recamarada para la utilización de cartuchos del calibre 9 mm. parabellum, y se encuentra en perfecto
estado de funcionamiento. La escopeta Mossberg recamarada para cartucho del 12-76 se encuentra en buen
estado de funcionamiento, habiendo sido sustituida su culata original por un culatín, careciendo  Ismael  de la
licencia necesaria para su tenencia, poseyéndola y teniéndola guiada su titular  Juan Ignacio , quien la había
depositado temporalmente en el domicilio de aquél.

XVI.- Mediante Auto de 15 de abril de 2002 dictado en la presente causa se incoan diligencias previas
que dan inicio a la misma, concluyéndose la fase de investigación policial -siempre bajo la dirección y
control judicial- el 23 de agosto siguiente. Por Auto de 24 de febrero de 2003 se procede a la incoación
de procedimiento penal abreviado, el cual resulta confirmado mediante Auto de 5 de abril de 2003 tras ser
recurrido por la representación de  Rosana . La representación de  Ismael  interesa la nulidad de dicho
Auto, estimándose parcialmente dicha pretensión por  Auto de 5 de enero de 2004 que ordena la incoación
de sumario. La representación del procesado  Ismael  recurre dicho  auto de apelación por considerar que
procedía acordar la retroacción de actuaciones a fecha 24 de febrero de 2003 , pero desistió de dicho recurso
el día 25 de noviembre de 2004, es decir, casi un año después de haberse dictado la resolución recurrida.
Mediante Auto de fecha 12 de mayo de 2002 se acordó el procesamiento de los hasta entonces imputados,
siendo dicha resolución recurrida por la representación de  Rosana  y de  Ismael . El  Auto de 26 de julio de 2004
desestima el recurso de reforma, siendo apelado por la representación de  Ismael . Con fecha 21 de marzo de
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2005 se llevan a efecto las primeras declaraciones indagatorias. Mediante  Auto de la Sección Segunda de esta
Audiencia Provincial de 20 de mayo de 2005 se decreta la nulidad del procesamiento dictado respecto de los
imputados  Ismael  y  Rosana , declarándose la nulidad del procesamiento de  Epifanio  por el propio  Juzgado
de Instrucción mediante Auto de 26 de julio de 2005. El Auto de 21 de noviembre de 2005 decreta los nuevos
procesamientos, y el de 25 de noviembre del mismo año desestima la pretensión de nulidad por vulneración
de derechos derivados de las intervenciones telefónicas acordadas. Mediante Auto de 19 de abril de 2005 se
declaró concluso el presente sumario, dictando Auto la Sección Primera de esta Audiencia Provincial el día
12 de mayo de 2006 desestimando el recurso de  Ismael  respecto de la denegación de determinados medios
de prueba. El Auto de esa misma Sección Primera estima el recurso formulado por el procesado  Olegario  y
le autoriza a utilizar provisionalmente el vehículo  .... KKP . Por  Auto de 4 de julio de 2.006 se desestima el
recurso interpuesto por  Ismael  contra su procesamiento. Mediante resolución de este Tribunal de 27 de abril
de 2006 se designa Magistrado Ponente en el presente Rollo, dictándose diligencia de ordenación de 21 de
septiembre de 2006 en la que se tiene por personados y parte, transcurrido el término del emplazamiento, a las
representaciones de las partes, ordenándose el traslado al Ministerio Fiscal. Dicho acusador público presenta
escrito con fecha 26 de septiembre de 2006 interesando la apertura de juicio oral, dándose por instruido de
la causa al Ministerio Fiscal y acordando el traslado sucesivo a los procesados mediante providencia de 3 de
octubre de 2.006. El  Auto de 24 de mayo de 2007 confirma el de conclusión del sumario tras haberse dado a
todos los procesados por instruidos de la presente causa, ordena la apertura de juicio oral y ordena el traslado
al Ministerio Fiscal para calificación. Mediante diligencia de ordenación de 14 de junio de 2006 se tuvo por
evacuado el trámite de calificación por parte del Ministerio Fiscal y se confirió traslado sucesivo a los mismos
efectos a la representación de cada uno de los procesados. Finalmente, mediante Auto de 7 de febrero de
2008 , se tuvieron por presentados todos los escritos de calificación y se señaló el inicio de la vista oral de la
presente causa para el día 21 de abril de 2008, desarrollándose a lo largo de cinco sesiones.

XVII.-  Victoriano ,  Octavio  y  Olegario  eran en la fecha de los hechos consumidores de hachís y
cocaína con patrón de consumo de fin de semana, sin que los consumos por ellos referidos reúnan criterios de
dependencia a sustancias de abuso.  Ismael  y  Rosana  no consta fueran consumidores de drogas o sustancias
estupefacientes.  Juan Miguel ,  Vidal ,  Epifanio  y  Basilio , en la época de los hechos, eran consumidores
de hachís y cocaína en cantidades compatibles con dependencia a sustancias de abuso, teniendo por ello
moderadamente alteradas sus facultades volitivas e intelectivas.

2.- La Audiencia de instancia dictó el siguiente pronunciamiento: FALLAMOS: Que debemos condenar
y condenamos a  Ismael  y a  Octavio  como autores criminalmente responsables de un delito contra la
salud pública referido a sustancias que causan grave daño a la salud con la agravante específica de cantidad
de notoria importancia, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de su responsabilidad criminal, a
las penas de diez años de prisión, e inhabilitación absoluta durante el tiempo de la condena, y multa de un
millón de euros (1.000.000 #). Que debemos condenar y condenamos a  Octavio  como autor criminalmente
responsable de un delito de depósito de armas de guerra, sin la concurrencia de circunstancias modificativas
de la responsabilidad criminal, a la pena de cinco años de prisión e inhabilitación especial para el derecho de
sufragio pasivo durante el tiempo de la condena. Que debemos condenar y condenamos a  Victoriano  como
autor criminalmente responsable de un delito contra la salud pública referido a sustancias que causan grave
daño a la salud, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, a las penas
de cinco años de prisión, e inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la
condena, y multa de doscientos euros (200 #) con responsabilidad personal subsidiaria de un mes en caso
de impago. Que debemos condenar y condenamos a  Olegario , y a  Rosana  como autores criminalmente
responsables de un delito contra la salud pública referido a sustancias que causan grave daño a la salud,
sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, a las penas de tres años
y seis meses de prisión, e inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la
condena, y multa de doscientos euros (200 #) con responsabilidad personal subsidiaria de un mes en caso
de impago. Que debemos condenar y condenamos a  Vidal ,  Basilio ,  Epifanio  y a  Juan Miguel  como
autores criminalmente responsables de un delito contra la salud pública referido a sustancias que causan
grave daño a la salud, con la concurrencia de la circunstancia atenuante analógica de drogadicción, a las
penas de tres años de prisión, e inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de
la condena, y multa de doscientos euros (200 #) con responsabilidad personal subsidiaria de un mes en caso
de impago. Que debemos absolver y absolvemos libremente a  Ismael  del delito de tenencia ilícita de armas
por el que venía siendo acusado en la presente causa. Se decreta el comiso de la droga, dinero y demás
efectos intervenidos que se relacionan en el fundamento jurídico décimotercero de la presente resolución.
Procédase a la destrucción de la droga conservando una muestra bastante de la misma. Respecto de los
saldos existentes en las libretas y cuentas bancarias  NUM017 ,  NUM018  y  NUM019  de las que son titulares
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Juan Miguel  y su esposa  Encarnacion ; de la cuenta  NUM020  de la que es titular  Rosana ; de la cuenta
NUM024  de la que es titular  Vidal ; y de las cuentas  NUM022  y  NUM023  de las que es titular la compañera
sentimental de  Victoriano ,  Olga , se alza desde la fecha de la presente, si antes no se hubiere realizado,
toda medida cautelar acordada respecto de las mismas. Se declara de oficio la mitad de las cuotas que en
las costas procesales corresponde abonar a  Ismael , imponiéndose a cada uno de los condenados el pago
de una novena parte de las costas causadas en esta causa. Abónese a los condenados en prisión provisional
el tiempo sufrido en esta situación.

Por Auto de 8 de julio de 2.008 se aclaró la anterior sentencia por la mencionada Audiencia, conteniendo
la siguiente Parte Dispositiva: La Sala acuerda: Aclarar el error observado en la sentencia de manera que,
donde dice, con relación a  Vidal , "en libertad provisional por esta causa de la que no ha estado privado
preventivamente en ningún momento" debe decir "en prisión provisional por esta causa desde el día 7 de
septiembre de 2002 hasta el 21 de octubre de 2.002". Notifíquese la presente resolución a las partes.

3.- Notificada la sentencia a las partes, se prepararon recursos de casación por quebrantamiento de
forma, infracción de ley e infracción de precepto constitucional, por las representaciones de los acusados
Octavio ,  Victoriano ,  Juan Miguel ,  Basilio ,  Epifanio ,  Rosana ,  Ismael ,  Olegario  y  Vidal , que se tuvieron
por anunciados, remitiéndose a esta Sala Segunda del Tribunal Supremo las certificaciones necesarias para
su sustanciación y resolución, formándose el correspondiente rollo y formalizándose el recurso.

4.- I.- El recurso interpuesto por la representación del acusado   Octavio  , lo baso en los siguientes
MOTIVOS DE CASACIÓN: Primero.- Por vulneración de precepto constitucional al amparo de lo previsto en
el art. 5.4 L.O.P.J. por vulneración del derecho al secreto de las comunicaciones del art. 18.3 de la C.E.;
Segundo.- Por infracción de ley al amparo de lo previsto en el art. 849.1 L.E.Cr. No aplicación de la atenuante
de drogadicción del art. 21.2 del C. Penal; Tercero.- Por infracción de ley al amparo de lo previsto en el art.
849.1 L.E.Cr. No aplicación de la atenuante analógica de dilación indebida del procedimiento prevista en el
art. 21.6 del C. Penal.

II.- El recurso interpuesto por la representación del acusado   Victoriano  , lo basó en los siguientes
MOTIVOS DE CASACIÓN: Primero.- Por vulneración de precepto constitucional al amparo de lo previsto en
el art. 5.4 L.O.P.J. por vulneración del derecho al secreto de las comunicaciones del art. 18.3 de la C.E.;
Segundo.- Por infracción de ley al amparo de lo previsto en el art. 849.1 L.E.Cr. No aplicación de la atenuante
de drogadicción del art. 21.2 del C. Penal; Tercero.- Por infracción de ley al amparo de lo previsto en el art.
849.1 L.E.Cr. No aplicación de la atenuante analógica de dilación indebida del procedimiento prevista en el
art. 21.6 del C. Penal.

III.- El recurso interpuesto por la representación del acusado   Juan Miguel  , lo basó en los siguientes
MOTIVOS DE CASACIÓN: Primero.- Por vulneración de precepto constitucional al amparo de lo previsto en
el art. 852 L.E.Cr. Vulneración del derecho al secreto de las comunicaciones previsto en el art. 18.3 de la
C.E.; Segundo.- Por infracción de ley al amparo de lo previsto en el art. 849.1º L.E.Cr. No aplicación de la
atenuante analógica de dilación indebida del procedimiento prevista en el art. 21.6 del C. Penal; Tercero.- Por
infracción de precepto constitucional al amparo de lo previsto en el art. 852 L.E.Cr. Vulneración del derecho
a la presunción de inocencia previsto en el art. 24.2 de la C.E.

IV.- El recurso interpuesto por la representación del acusado   Basilio  , lo basó en los siguientes
MOTIVOS DE CASACIÓN: Primero.- Por vulneración de precepto constitucional al amparo de lo previsto en
el art. 5.4 L.O.P.J. por vulneración del derecho al secreto de las comunicaciones del art. 18.3 de la C.E.;
Segundo.- Por infracción de precepto constitucional al amparo de lo previsto en el art. 852 L.E.Cr. en relación
con el art. 5.4 L.O.P.J.; Tercero.- Por infracción de ley al amparo de lo previsto en el art. 849.1 L.E.Cr. No
aplicación de la atenuante analógica de dilación indebida del procedimiento prevista en el art. 21.6 del C. Penal.

V.- El recurso interpuesto por la representación del acusado   Epifanio  , lo basó en los siguientes
MOTIVOS DE CASACIÓN: Primero.- Por infracción de precepto constitucional, al amparo del art. 5.4 L.O.P.J.,
al haberse vulnerado los arts. 18.3, 24.1 de la C.E.; Segundo.- Por infracción de ley, al amparo del número
primero del art. 849 L.E.Cr., al haberse infringido los arts. 20.2, 21.6, 66.1.1º y 2º, 70.2 del C. Penal, artículo
6 del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y el art.
11.1 de la L.O.P.J:; Tercero.- Por error en la apreciación de la prueba, al amparo del número dos del art. 849
L.E.Cr., basado en documentos que obran en autos que demuestran la equivocación del juzgador sin resultar
contradichos por otros elementos probatorios; Cuarto.- Por quebrantamiento de forma, al amparo del núm.
uno, inciso primero, del art. 851 L.E.Cr., por no expresar la sentencia clara y terminantemente cuáles son los
hechos que se consideran probados y en relación a la toxicomanía de mi defendido.
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VI.- El recurso interpuesto por la representación de la acusada   Rosana  , lo basó en los siguientes
MOTIVOS DE CASACIÓN: Primero.- Infracción de precepto constitucional al amparo del art. 852 L.E.Cr. y
del art. 849.1º del mismo cuerpo legal en relación con el art. 5.4 L.O.P.J. por vulneración del derecho a tutela
judicial efectiva reconocido en el art. 24 de la C.E. en relación con los arts. 120.3 y 18.3 del mismo texto
legal por insuficiencia y falta de motivación de la solicitud de la Policía de Autorización Judicial de fecha 15
de abril de 2002 para la intervención, grabación y escucha sobre el teléfono  NUM000  de la empresa Airtel,
que utilizaba según la policía el principal encausado  Victoriano  (folios 1 a 3 de la causa) así como por la
falta de motivación o insuficiente motivación del auto judicial de fecha 15 de abril de 2002 que autorizó su
intervención (folios 4 y 5 de la causa), lo que debe de conllevar la nulidad de los mismos así como de todas
las solicitudes, resoluciones judiciales y diligencias practicadas a partir de ese momento cuya nulidad debe
de ser declarada por aplicación del art. 11.1 de al L.O.P.J., así como al resto de la instrucción por su íntima
conexión con las anteriores; Segundo.- Infracción de precepto constitucional amparo del art. 852 L.E.Cr. y del
art. 849.1º del mismo cuerpo legal en relación con el art. 5.4 L.O.P.J. por vulneración del derecho a tutela
judicial efectiva reconocido en el art. 24 de la C.E. en relación con los arts. 120.3 y 18.3 del mismo texto
legal por falta de motivación suficiente de la solicitud de autorización judicial de fecha 13 de mayo de 2002,
para la prórroga de la intervención, grabación y escucha sobre el teléfono  NUM000  de la empresa Airtel,
que utilizaban los padres de  Victoriano , así como falta de motivación suficiente del Auto de fecha 14 de
mayo de 2002 que autorizó la citada prórroga, lo que debe de conllevar la nulidad de los mismos así como de
todas las solicitudes, resoluciones judiciales y diligencias practicadas a partir de ese momento cuya nulidad
debe de ser declarada por aplicación del art. 11.1 de la L.O.P.J., así como al resto de la instrucción por
su íntima conexión con las anteriores; Tercero.- Infracción de precepto constitucional al amparo del art. 852
L.E.Cr. por vulneración del secreto a las comunicaciones del art. 18.3 de la C.E., y a la intimidad personal
de personas ajenas a la investigación policial; Cuarto.- Infracción de precepto constitucional, artículos 852
y 851.3 L.E.Cr. en relación con el art. 24 de la C.E., en relación con el art. 120 C.E., por cuanto que la
sentencia recurrida no ha resuelto de forma individualizada la cuestión previa cuarta planteada en el escrito
de conclusiones provisionales de esta defensa, donde se planteaba la nulidad de la solicitud de intervención,
escucha y grabación del teléfono  NUM005  (folios del 27 al 62), "falta de motivación de su desestimación";
Quinto.- Infracción de precepto constitucional al amparo del art. 852 L.ECr., y del art. 849.1º del mismo cuerpo
legal en relación con el art. 5.4 L.O.P.J. por vulneración del derecho a tutela judicial efectiva reconocido en el
art. 24 de la C.E. en relación con los arts. 120.3 y 18.3 del mismo texto legal por falta de motivación suficiente
de la solicitud de autorización judicial para la intervención, grabación y escucha del teléfono  NUM005  que
supuestamente pertenecía a nuestra patrocinada Dña.  Rosana , así como del Auto de fecha 14 de junio de
2002 que autorizó la intervención; Sexto.- Infracción de precepto constitucional al amparo del art. 852 y 849.1º
L.E.Cr. por vulneración del derecho constitucional al secreto de las comunicaciones del art. 18.3 C.E. y de
derecho a la intimidad de Dña.  Rosana : Séptimo.- Infracción de precepto constitucional al amparo del art.
852 L.E.Cr. en relación con el art. 5.4 L.O.P.J. y con el 120.3 y 18.2 de la C.E. por falta de motivación de
la solicitud de autorización y entrada y registro en la vivienda sita en C/  CALLE002  nº  NUM015  escalera
NUM016 .  DIRECCION001  de El Astillero, vivienda de la madre de  Rosana , así como falta de motivación
del Auto que lo autoriza, resolución que incurre además en vicio del consentimiento del juzgador (folios 260
a 287); Octavo.- Infracción de precepto constitucional al amparo del art. 852 de la L.E.Cr. en relación con el
art. 24 de la C.E., derecho a la presunción de inocencia, por entender que los hechos declarados probados
en la sentencia no enervan la presunción de inocencia; Noveno.- Infracción de norma sustantiva al amparo
del art. 849.1 L.E.Cr. por indebida aplicación de los arts. 368 del C. Penal, pues de los hechos declarados
probados, no se deduce que  Rosana  haya traficado con drogas que causen grave daño a la salud; Décimo.-
Infracción de norma sustantiva al amparo del art. 849.1 L.E.Cr., indebida aplicación de los arts. 27 y 28 del C.
Penal, pues de los hechos declarados probados, no se deduce que  Rosana  haya sido autora ni haya tenido
participación o intervención alguna en los hechos.

VII.- El recurso interpuesto por la representación del acusado   Ismael  , lo basó en los siguientes
MOTIVOS DE CASACIÓN: Motivo único.- Vulneración de precepto constitucional al amparo de lo dispuesto
en los arts. 852 L.E.Cr. y 5.2 L.O.P.J. en relación con los arts. 9.1, 10.1, 18.3, 24.1 y 2 de la C.E. toda vez que
las medidas de intervención telefónica practicadas durante la fase de instrucción o sumario fueron ejecutadas
conculcando los derechos fundamentales de los ahora condenados e incluso de otros ciudadanos que ni
siquiera han sido parte en la causa.

VIII.- El recurso interpuesto por la representación del acusado   Olegario  , lo basó en los siguientes
MOTIVOS DE CASACIÓN: Primero.- Infracción de los arts. 5.4 L.O.P.J. y art. 852 L.E.Cr.; Segundo.- Infracción
del art. 24 de la C.E. Al amparo de los arts. 5.4 L.O.P.J. y 852 L.E.Cr.; Tercero.- Infracción del art. 24 de
a C.E. Al amparo de los arts. 5.4 L.O.P.J. y art. 852 de la L.E.Cr.; Cuarto.- Por infracción de ley por error
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en la valoración de la prueba. Al amparo del art. 849.2º L.E.Cr.; Quinto.- Por infracción de ley, por indebida
aplicación del art. 368 del C. Penal, en relación con el art. 374 del mismo cuerpo legal. Al amparo del art.
849.1º L.E.Cr.; Sexto.- Por infracción de ley por vulneración de los arts. 21.6, 66.1.1º y 2º y 72 del C. Penal;
Séptimo.- Por infracción de ley por vulneración del art. 21.1 y 2 del C. Penal, en relación con el art. 20.2 y
art. 66 del mismo cuerpo legal; Octavo.- Por quebrantamiento de forma, por no expresar la sentencia clara
y terminantemente cuáles son los hechos que se consideran probados; existencia de contradicción entre los
que así se consideran, y falta de resolución de todos los puntos objeto de debate. Al amparo del art. 851.1º
y 3º y 852 L.E.Cr., y art. 5.4 L.O.P.J.

IX.- El recurso interpuesto por la representación del acusado   Vidal  , lo basó en los siguientes MOTIVOS
DE CASACIÓN: Primero.- Infracción de precepto constitucional, al amparo del apartado 4º del art. 5 y art. 11
de la L.O.P.J. en relación con el art. 9, 17, 18.1 y 18.3 y 24.1 y 24.2 de la C.E.; Segundo.- Por infracción de
precepto constitucional del art. 24.2º C.E. al amparo del art. 5 de la L.O.P.J. en cuanto existe vulneración del
derecho fundamental a la presunción de inocencia.

5.- Instruido el Ministerio Fiscal del recurso interpuesto, impugnó todos los motivos de los recursos,
quedando conclusos los autos para señalamiento de fallo cuando por turno correspondiera.

6.- Hecho el señalamiento para el fallo, se celebró la votación prevenida el día 15 de julio de 2.009.

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Todos los condenados en la instancia interponen recurso de casación contra la sentencia
condenatoria, y todos ellos denuncian con singular énfasis la vulneración de su derecho constitucional a la
presunción de inocencia consagrado en el art. 24.2 C.E., alegando que las pruebas de cargo en las que el
Tribunal a quo ha fundamentado la culpabilidad de aquéllos son nulas de pleno derecho al provenir -todas
ellas- de unas intervenciones telefónicas practicadas con vulneración del derecho fundamental al secreto de
las comunicaciones telefónicas y, en concreto, porque la resolución judicial que autoriza la primera de ellas
carece de la necesaria y exigible motivación por absoluta falta de indicios que justificara la lesión y el sacrificio
del derecho constitucional invocado. Se añade que siendo esta medida y los resultados obtenidos radicalmente
nulos al haberlo sido violentando los derechos o libertades fundamentales, también lo son las pruebas directa
o indirectamente derivadas de aquella inicial intervención, al establecerlo así el art. 11.1 L.O.P.J., y no existir
ningún otro elemento probatorio de cargo autónomo o independiente que esté jurídicamente desconectado
de las pruebas ilícitas.

Esta reclamación casacional, en la que son contestes todos los recurrentes, nos compele a recordar
la doctrina de esta Sala del T.S. sobre la cuestión objeto de debate y, en un segundo paso, analizar las
actuaciones para verificar si las resoluciones judiciales adoptadas se acomodan o infringen esos criterios
doctrinales.

El problema, pues, se focaliza en el primer Auto, de 15 de abril de 2.002, por el que el Juez autoriza
la intervención del teléfono  NUM000 .

Entre muchísimas otras sentencias de esta Sala de análogo contenido, en nuestra STS de 23 de
marzo de 2.005, establecíamos que una medida restrictiva de un derecho constitucionalmente consagrado
y específicamente tutelado por la Norma Básica como el de la inviolabilidad del domicilio o el secreto de
las comunicaciones, sólo puede considerarse legítima desde la perspectiva de este derecho fundamental
si la resolución que la adopta expresa las razones que la justifican, consignando los motivos que avalan la
restricción del derecho, en relación con la finalidad perseguida, aportando los datos necesarios para que
pueda llevarse a cabo el juicio de proporcionalidad y necesidad de la medida. Esta inexcusable necesidad
de justificar el sacrificio del derecho fundamental requiere que la resolución judicial que así lo decide esté
rigurosamente fundada, explicitándose en la misma las razones fácticas y jurídicas que la sostienen, de
suerte que no existirá motivación suficiente si en la resolución judicial que autoriza la intromisión en el
derecho constitucional al secreto de las comunicaciones no constan los hechos objetivos que puedan
considerarse indicios de la existencia del delito y de la conexión del investigado con el mismo" (STC
de 27 de septiembre de 1.999 y STS de 23 de julio de 2.001).

Así, pues, cabe afirmar que el componente esencial y primario de todo el dispositivo de la motivación de
una resolución judicial como la que aquí analizamos, son los indicios que la Policía presente al juez sobre la
existencia de un concreto delito, a cuyo esclarecimiento y comprobación se solicita la medida de investigación.

A partir de esta base surge el problema fundamental consistente en determinar qué es lo que deba
considerar como indicio de la existencia de delito, que es el elemento que a la postre va a constituirse en la
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piedra angular de la justificación de la medida lesiva del derecho fundamental del ciudadano. Desde luego,
no integran la categoría de indicios las meras sospechas o hipótesis subjetivas que no cuenten con
un cierto fundamento objetivado, material e identificable susceptible de una eventual verificación. El
indicio de delito que aporte al juez la solicitud policial es algo más que la expresión de una convicción subjetiva
de la existencia de un ilícito. Se necesita que la sospecha sea "fundada", es decir, apoyada en datos
concretos y objetivos, por mínima que sea su entidad, que permitan al juez realizar sobre ellos un juicio de
racionalidad sobre su eficacia indiciaria respecto del delito de que se trata. Porque si lo que se presenta al
juez como fundamento de la medida es una simple sospecha, conjetura o convicción anímica huérfana de un
soporte material concreto y determinado de datos o elementos fácticos externos evaluables y contrastables, lo
que se está demandando del juez no es que ejercite la función de "formar criterio" y resolver en consecuencia
sobre la pertinencia de la medida interesada, sino que ejecute un puro y desnudo acto de fé (véanse STC
núm. 49/1999 y SSTS de 10 de febrero y 1 de marzo de 2.001), muy distante del juicio crítico de racionalidad
sobre la suficiencia o insuficiencia de los datos que la Policía le ofrece.

El juicio sobre la legitimidad constitucional de la medida limitativa del derecho fundamental al secreto de
las comunicaciones exige verificar si la decisión judicial apreció razonadamente la conexión entre el sujeto o
sujetos que resulten afectados por la medida y el delito investigado, para analizar ulteriormente si el Juez tuvo
en cuenta tanto la gravedad de la intromisión como su idoneidad e imprescindibilidad para asegurar la defensa
del interés público, pues la conexión entre la causa justificativa de la limitación pretendida -la averiguación de
un delito- y el sujeto afectado por ésta -aquél de quien se presume que pueda resultar autor o partícipe del delito
investigado- es un antecedente lógico del juicio de proporcionalidad (por todas SSTC 299/2000 y 14/2001).
La relación entre la persona investigada y el delito se manifiesta en los indicios o las sospechas fundadas,
concepto en el que no encuentra cabida circunstancias meramente anímicas sino que precisa necesariamente
un sustento en datos objetivos susceptibles de control por terceros -lo que exige de forma imperativa
su accesibilidad- y dotados de significación suficiente para proporcionar una base real de la que pueda
inferirse que se ha cometido o que se va a cometer el delito, sin que puedan consistir en valoraciones acerca de
la persona. En palabras del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (caso Klass y caso Ldi) las sospechas
deben anclarse en "datos fácticos o indicios que permitan suponer que alguien intenta cometer está
cometiendo o ha cometido una infracción grave". En la misma línea se desenvuelve el artículo 579 L.E.Cr.
al reseñar que la intervención u observación telefónica se funda en la existencia de "indicios de obtener por
estos medios el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante de la causa
(579.1) o "indicios de responsabilidad criminal" (art. 579.3). De esta forma se intenta evitar la legitimación de las
investigaciones meramente prospectivas, pues el secreto de las comunicaciones no puede ser desvelado
para satisfacer la necesidad general de despejar las sospechas sin base objetiva que surjan en los
encargados de la investigación, ya que de este modo se desvanecería la garantía constitucional (SSTC
49/99 y 171/99)".

Estos criterios, invariables y persistentes, se reiteran en la reciente STS de 13 de mayo de 2.009 y
todavía en la más actual de 3 de junio de 2.009 en la que se subraya la particular relevancia que tiene
la necesidad de exteriorizar los datos o hechos objetivos que puedan considerarse indicios de la
existencia del delito y la conexión de la persona o personas investigadas con el mismo, señalándose que
«los indicios son algo más que simples sospechas pero también algo menos que los indicios racionales que se
exigen para el procesamiento» o «sospechas fundadas en alguna clase de dato objetivo» (SSTC 171/1999,
299/2000 y 202/2001). Estos últimos han de manifestarse en el doble sentido de ser accesibles a terceros y
de proporcionar una base real de la que pueda inferirse que se ha cometido o que se va a cometer el delito.
Sigue diciendo la sentencia señalada en primer lugar (fundamento jurídico segundo) que ello es necesario para
apreciar la conexión referida más arriba, pues el control constitucional exige verificar su razonabilidad y dicha
relación se manifiesta en las sospechas, que no son circunstancias meramente anímicas, sino que precisan
para ser fundadas apoyarse en datos objetivos que, insistimos, sean accesibles a terceros y tengan una base
real sobre la comisión del hecho delictivo, sin que puedan consistir en valoraciones sobre las personas. La
STC 299/2000, como recuerda la 167/2002, apunta igualmente a este respecto que « el hecho en que el
presunto delito pueda consistir no puede servir como fuente de conocimiento de su existencia. La
fuente del conocimiento y el hecho conocido no puede ser la misma cosa». Por ello, habrá que indicar
al menos en qué han consistido las investigaciones y sus resultados (elementos objetivos indiciarios),
sin que por ello basten afirmaciones como «por investigaciones propias de este Servicio se ha tenido
conocimiento... » (STS de 3 de febrero de 2.006).

En este mismo ámbito, hemos dicho que es necesario, en trance de casación, verificar si realmente
la información policial ofrecida al Juzgado contenía datos de investigación previa seriamente sugestivos de
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que la actividad en cuestión podría ajustarse a las previsiones del art. 368 C. Penal y concordantes; y si esos
datos, además, permitían concebir sospechas razonables de la implicación en ella del denunciado. Esto es,
si los elementos de juicio sometidos a la consideración del Juzgado por la policía evidenciaban tener como
presupuesto un trabajo de indagación de calidad bastante para entender que sus aportaciones justificaban
la medida. Y esto, tanto por el contenido informativo de aquéllas, como porque fuera razonable pensar que
estaban agotados todos los restantes medios de averiguación.

A estos efectos, el Tribunal Constitucional ha ofrecido pautas de suma utilidad acerca del método que
debe seguirse en tales comprobaciones. Al efecto, parte de la afirmación de que si la autorización de la
intervención -por su grave incidencia en el derecho fundamental afectado- ha de estar rigurosamente fundada,
la correspondiente resolución debe exteriorizar "razones fácticas y jurídicas". Más en concreto: " los datos o
hechos objetivos que puedan considerarse indicios de la existencia del delito y la conexión de la persona
o personas investigadas con el mismo; indicios que son algo más que simples sospechas". Aquéllos, pues, han
de contar con cierto fundamento de investigación identificable y susceptible de ulterior contrastación, que es
lo que los distingue de las "meras hipótesis subjetivas", a las que también se refiere el Tribunal Constitucional,
para negarles aptitud a esos efectos. Por ello, la resolución judicial habilitante, debe estar sustentada en
auténticos indicios o fundadas sospechas, es decir en datos objetivos y materiales y concretos, que
puedan ser verificados y que deben ser valorados por el juez para formar juicio sobre la necesidad y
proporcionalidad de la medida lesiva del derecho básico.

Por su parte el Tribunal Constitucional avala y respalda esta doctrina en numerosos pronunciamientos,
como por ejemplo, en la STC de 18 de septiembre de 2002 cuando con claridad meridiana señala que "el
hecho de que en el auto se concrete con precisión el delito que se investiga, las personas a investigar, los
teléfonos a intervenir y el plazo de intervención no basta para suplir la carencia fundamental de la expresión
de los elementos objetivos indiciarios que pudieran servir de soporte a la investigación, y la falta de esos
indispensables datos no puede ser justificada a posteriori por el éxito de la investigación misma".

SEGUNDO.- Examinaremos el presente caso a la luz de la doctrina consignada.

El Oficio que la Policía remite al juez solicitando la intervención telefónica, y único fundamento del
subsiguiente Auto judicial habilitante, dice que "desde hace varios meses y por diferentes conductos se ha
venido recibiendo información sobre el tráfico de drogas en la localidad de Astillero, y más en concreto
sobre varios individuos que se dedican habitualmente a la distribución de cocaína y pastillas de MDMA
también conocida como éxtasis, entre los que aparece como principal implicado, el llamado  Victoriano ,
Alias "  Pirata " por lo que se solicita la intervención del número de teléfono  NUM000  que utiliza. Dicha
petición se formula por resultar imprescindible para la continuación de las investigaciones, toda vez que de las
gestiones practicadas hasta el momento se desprende que el reseñado utiliza dicho teléfono para sus ilícitas
actividades, manteniendo habituales contactos con los individuos encargados de la distribución de la droga y
presumiblemente con quien se la proporciona, que según los datos que se poseen hasta el momento pudiera
residir en el País Vasco, adonde el citado viaja cada cierto tiempo con la finalidad de adquirir la mercancía. El
referido  Victoriano  reside en el domicilio paterno, lleva un alto nivel de vida aunque no trabaja desde el mes
de enero del pasado año y recientemente ha comprado el automóvil Renaul Clio  .... YVX . Le constan tres
detenciones por Atentado Lesiones y Homicidio. Al parecer  Victoriano  distribuye las drogas con las que trafica
a través de diversos individuos, que son los encargados de repartir entre los consumidores dichas sustancias.
Se consigue la identificación de los siguientes:  Luis Antonio ,  Juan Miguel ,  Bernabe ,  Federico ,  Marcos
,  Tomás ,  Pedro Enrique ,  Clemente , y  Inocencio ".

La alusión a informaciones recibidas de que  Victoriano  se dedica a adquirir cocaína y MDMA y
distribuirla mediante las personas que se citan, es absoluta y clamorosamente insuficiente como dato indiciario.
Advirtamos en primer lugar, que no se especifica la fuente que proporciona esa información. Cierto que pudiera
tratarse de confidentes de la Policía, y que es lícito que ésta utilice fuentes confidenciales de información en
su labor de prevención y averiguación del delito. Pero, en el caso, ni el Oficio Policial indica que la información
que traslada al Juez procede de confidentes, ni, lo que es peor, se puede olvidar que la noticia confidencial,
sin embargo y con caracter oficial, no es suficiente para justificar, por sí sola y como único indicio,
la restricción de derechos fundamentales. En este sentido la Sentencia del Tribunal Supremo de de
26 setiembre 1997 y 4 marzo 1999 .

Por lo tanto, una vez recibidas las noticias confidenciales, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
deberán establecer los servicios precisos con el fin de practicar las gestiones necesarias para confirmarlas
mínimamente, con el objeto de aportar al Juzgado de Instrucción, al solicitar la entrada y registro o la
observación telefónica, algo más que la mera noticia confidencial. Cuando menos, una mínima confirmación
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después de una investigación (veáse STS de 10 de abril de 2.001). Abundando en esta cuestión, hemos dicho
con reiteración que si bien la doctrina jurisprudencial del T.E.D.H. ha admitido la legalidad de la utilización
de estas fuentes confidenciales de información, siempre que se utilicen exclusivamente como medios de
investigación y no tengan acceso al proceso como prueba de cargo (Sentencia Kostovski, de 20 de Noviembre
de 1989, Sentencia Windisch, de 27 de Septiembre de 1990), hay que establecer una limitación adicional.
En efecto no basta con excluir la utilización de la "confidencia" como prueba de cargo, para garantizar una
adecuada tutela de los derechos fundamentales. Es necesario excluirla también como indicio directo y único
para la adopción de medidas restrictivas de los derechos fundamentales. Ha de recordarse que la confidencia
puede ocultar un ánimo de venganza, autoexculpación, beneficio personal, etc, así como el antiguo brocardo
de que "quien oculta su rostro para acusar, también es capaz de ocultar la verdad en lo que acusa". Es
por ello por lo que la mera referencia a informaciones "confidenciales" no puede servir de fundamento único
a una solicitud de medidas limitadoras de derechos fundamentales (entradas y registros, intervenciones
telefónicas, detenciones, etc.), y, en consecuencia, a decisiones judiciales que adoptan dichas medidas,
salvo supuestos excepcionalísimos de estado de necesidad. (peligro inminente y grave para la vida de una
persona secuestrada, por ejemplo). La supuesta información debe dar lugar a gestiones policiales para
comprobar su veracidad, y sólo si se confirma por otros medios menos dudosos, pueden entonces
solicitarse las referidas medida.

Y, desde luego en el Oficio Policial en el caso que examinamos no se hace mención a ninguna clase
de actuaciones policiales concretas que se hubieran llevado a cabo para verificar la veracidad de esas
"informaciones" que también se encuentran ayunas de datos que las sostengan.

Pasemos ahora al contenido de esas informaciones recogidas por la policía y que ésta hace suyas. Por
cualquier lado por donde se las mire, se trata de afirmaciones de que la persona objeto de la medida que se
solicita, se dedica a comprar y vender droga, pero esta afirmación está completa y absolutamente huérfana de
referencias a datos objetivos, materiales y eventualmente verificables que pudieran de algún modo justificar
tales aseveraciones. No se cita ningún seguimiento a quien se acusa de traficar con drogas, no se da cuenta de
ningún encuentro sospechoso con persona alguna, no se constata la presencia en zonas o lugares habituales
de concurrencia de drogadictos o suministradores, no se verifica ningún viaje al País Vasco, donde se dice
que se provee de las sustancias, no se indica contacto de ningún tipo con las personas a las que se acusa
de distribuir la droga que aquél les proporciona ......

No es que los indicios que se proporcionan al Juez sean escasos, equívocos o inconsistentes. Es que
no se aporta ningún indicio. Ninguno, que pueda justificar el sacrificio del derecho constitucional que, de
manera absolutamente gratuita y arbitraria, se vulnera con una resolución judicial de todo punto inmotivada.
Porque si el Oficio Policial adolece de una patente indigencia indiciaria de la actividad criminal que se afirma,
el Auto judicial que el mismo día acuerda la intervención telefónica se encuentra también falto de la más
mínima sospecha fundada en datos objetivos, tangibles y concretos, puesto que la Autoridad judicial, en
un ejercicio de automatismo incompatible con su deber de formar juicio sobre la información suministrada y
explicitar el razonamiento por el que aprecia la proporcionalidad y la necesidad de adoptar la medida lesiva
del derecho constitucional, se limita a señalar como fundamento fáctico que con fecha 25 de abril de 2.002,
la Jefatura Superior de Policía, Brigada Provincial de Policía Judicial, Sección de Estupefacientes grupo
primero, ha presentado en este Juzgado escrito en el que solicita la intervención, grabación y escucha del
teléfono móvil nº  NUM001 , utilizado por D./Dª  Victoriano , así como el listado de llamadas entrandes y
salientes del mencionado número telefónico, a fin de esclarecer un presunto delito contra la salud pública que
están investigando. Y la fundamentación jurídica se expone que deduciéndose de lo expuesto por la Brigada
Provincial de Policía Judicial, Sección de Estupefacientes grupo primero de la Jefatura Superior de Policía
que existen fundados indicios de que mediante la intervención, grabación y escucha del teléfono nº  NUM001
, utilizado por  Victoriano  pueden descubrirse hechos y circunstancias de interés sobre la comisión de un
delito de tráfico de drogas, en que pudiera estar implicado  Victoriano , es procedente ordenar la intervención
telefónica solicitada, que llevarán a efecto hasta el próximo día 15 de mayo de 2002, conforme autoriza el art.
18.3 de la C.E., en relación con el art. 579 y concordantes de la L.E.Cr. Sobran comentarios.

Cabe, por tanto, declarar que los datos en los que el Juez ha fundamentado la medida no tienen
consistencia como para sostener la afirmación de que el citado acusado estaba implicado en actividades
ilegales relacionadas con el tráfico de drogas. El Juez instructor no explica la línea de pensamiento seguida
para concluir, de los hechos anteriormente expuestos, que  Victoriano  se dedicaba a traficar con sustancias
estupefacientes, y en el conjunto del auto se aprecia más un voto de confianza depositada por el Instructor
en la información proporcionada por la policía que un examen y valoración rigurosos de los elementos fácticos
que tenía a su disposición. La ausencia de éstos posibilitaría que se iniciara una investigación judicial para
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tratar de averiguar la posible existencia de unos indicios plausibles que racionalmente sugieran una actividad
delictiva, empleando medios de investigación menos gravosos que no afectaran derechos fundamentales, lo
que no eliminaría la posibilidad de que, habiendo adquirido una cierta solidez las simples sospechas iniciales,
y en caso de no existir ninguna otra medida que posibilitara avanzar en la instrucción, se pudiera llegar a
acordar la intervención telefónica de las líneas que se considerasen necesarias". Recordemos que el T.C. ha
declarado en la sentencia número 259/2005, de fecha 24 de octubre que: "en efecto, en el Oficio policial cuyo
contenido hace suyo el Auto de 11 de noviembre de 1.993, se limita a señalar que se ha tenido conocimiento,
-sin especificar cómo, ni si se han llevado a cabo actuaciones policiales y en qué han consistido, ni
cuál ha sido el resultado de la investigación- de que el afectado por la medida y otra persona se dedican
al tráfico ilícito de estupefacientes entre Marbella y otras ciudades de España, utilizando para el transporte
de sustancia vehículos de alquiler, sin aportar dato alguno que corrobore dicha afirmación más allá de la
constancia de antecedentes por delito de tráfico de drogas, hecho que aun siendo un dato objetivo no puede
servir por sí solo de fundamento de la solicitud. Como este Tribunal ya ha tenido ocasión de pronunciarse
en numerosas ocasiones si el conocimiento de la existencia de un delito deriva de investigaciones policiales
previas, resulta exigible que se detalle en la solicitud policial en qué han consistido esas investigaciones y
sus resultados, por muy provisionales que puedan ser en ese momento, precisiones que lógicamente
debió exigir el Juzgado antes de conceder la autorización sin que la concreción del delito que se investiga,
las personas investigadas, los teléfonos a intervenir y los plazos puedan suplir la carencia fundamental de la
expresión de los elementos objetivos indiciarios que puedan servir de soporte a la investigación, ni la falta de
esos indispensables datos pueda ser justificada a por el éxito de la investigación misma (SS.T.C. 299/2000,
138/2001, 165/2005)".

En conclusión, en el caso de autos el Juez ha actuado como mero y mecánico expendedor de
autorizaciones de medidas lesivas de los derechos fundamentales de los ciudadanos, cuando la protección de
estos derechos constitucionalmente reconocidos es misión también de la Autoridad judicial que, en el ejercicio
de sus funciones jurisdiccionales debe ser especialmente meticulosa y exigente a la hora de sacrificar esos
derechos básicos y libertades públicas, esmerándose en el cumplimiento que le viene exigido de preservar
aquellos derechos y libertades o de justificar su lesión de manera suficientemente motivada, debiendo expresar
o exteriorizar las razones fácticas y jurídicas que apoyan la necesidad de la intervención, esto es, cuáles son
los indicios que existen acerca de la presunta comisión de un hecho delictivo grave por una determinada
persona (STC de 18 de septiembre de 2.002).

La estimación del motivo conlleva la casación de la sentencia recurrida, y dado que la prueba utilizada
por el Tribunal a quo para cimentar el juicio de culpabilidad del acusado deriva de manera directa de otra
constitucionalmente ilícita al haber sido obtenida con vulneración patente de los derechos constitucionales del
condenado, se imponen, a tenor de lo establecido en el art. 11.1 L.O.P.J., la absolución de los acusados.

TERCERO.- Porque, efectivamente, de lo que no cabe ninguna duda, y así se expone con nitidez en la
propia sentencia recurrida, -por lo demás, ejemplar en el esfuerzo riguroso en su motivación fáctica y jurídica,
salvo la cuestión que analizamos- es que la totalidad de las pruebas de cargo que acreditan la participación
de todos los acusados en las acciones ilícitas que se les imputan, son pruebas directamente vinculadas a las
intervenciones telefónicas del Sr.  Victoriano , que ya hemos explicado que es radicalmente nula e ilícita por
haber vulnerado el derecho fundamental de aquél al secreto de las comunicaciones telefónicas consagrado
en el art. 18.3 C.E., por lo que las pruebas incriminatorias obtenidas como resultado de aquellas primeras
intervenciones, resultan asimismo contaminadas de inconstitucionalidad, viciadas de nulidad y sin eficacia
probatoria.

Dichas pruebas consisten en el contenido de las grabaciones efectuadas en los diferentes teléfonos
intervenidos de los acusados y en los registros practicados. Las sucesivas intervenciones telefónicas traen
causa de las informaciones obtenidas de otras precedentes, empezando todas en los datos recabados por
la observación ilegal de los teléfonos de  Victoriano , a partir de los cuales se identifica a otras personas
que también son objeto de intervención telefónica, y de los datos allegados por estas otras escuchas se
conforman las pruebas de cargo, junto a los registros domiciliarios de las mismas, sus garajes y automóviles.
La concatenación es clara y diáfana, pues todas las conversaciones están vinculadas entre sí y los registros
con las mismas, sin que aparezca ninguna prueba de cargo desconexionada con las obtenidas ilícitamente.

Así lo recoge la misma sentencia cuando al examinar los diversos Autos judiciales autorizantes de
nuevas intervenciones telefónicas posteriores a las acordadas de las líneas utilizadas por  Victoriano , señala
que la observación e intervención de los teléfonos  NUM005 , utilizado por  Olegario , y del  NUM003 , usado
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por  Vidal  (alias "  Bucanero ") se fundamentan en las investigaciones practicadas a partir de la escucha de
los teléfonos de  Victoriano .

La localización y posterior identificación de  Ismael  (que resultó ser el proveedor de las drogas a
Victoriano ) se basa -y así lo específica la sentencia- en una conversación del 7 de junio de 2.002 -17'02
horas- en la que  Victoriano  llama a un individuo y le dice que se ven a las siete donde el otro día. Oída
esta conversación y al tener constancia por conversaciones anteriores de la cita pudiera ser en la Clínica
Mompía, se realiza una vigilancia y se observa a  Victoriano  trasladarse en su Clío  .... YVX  aparcando frente
a la entrada principal, viendo como instantes después un individuo calvo y con barba, de unos cuarenta ños,
contacta con  Victoriano  entrando ambos en la Clínica. Se les ve luego hablando en la barra de la cafetería y
salen sobre las 19,35 horas, subiendo el calvo en un BMW  .... DMN  que estaba aparcado junto a la entrada
ocupado por un conductor y otro individuo detrás. Emprenden la marcha uno detrás de otro y giran hacia
Mortera-Liencres dando la vuelta poco después  Victoriano  en dirección a la autovía. Se practican gestiones
y el titular del BMW es  Clara , madre de  Ismael  conocido como "  Rata ", sospechándose que pudiera ser
la persona que proporciona a  Victoriano  la sustancia estupefaciente, interviniéndose el teléfono de éste por
Auto de 19 de junio de 2.002.

Lo mismo sucede con  Octavio  (cooperador de  Ismael , que se ocupaba, entre otras cosas, de
almacenar la droga y custodiarla), al que se localiza "como consecuencia de la cita concertada a las 19,14
horas entre  Victoriano  y un individuo sin identificar, se localiza a  Victoriano  en La Planchada a las 19,30
horas del día 24 de junio de 2.002. Se traslada al Max Center y entra en el mesón Don Jamón en actitud de
espera. Llega un individuo bajo, 1,65, delgado, pelo corto y entradas. Contacta con  Victoriano  y habla con
él cinco minutos. Se marchan juntos al aparcamiento donde dialogan junto al coche de  Victoriano . Luego
Victoriano  se marcha y el otro individuo se va en un Golf  G-....-G , resulta ser  Octavio . Además, se dice, de
las intervenciones y vigilancias se consigue identificar a:  Vidal  (  Bucanero ),  Rosana ,  Gustavo ,  Octavio  y
Ángel Daniel . Se dice también que, posiblemente, la persona que le guarda la mercancía a  Victoriano  sea
Vidal , y la que se la guarda a  Ismael  (  Rata ) sea  Octavio , si bien esto no se ha podido confirmar, estando
a la espera de averiguar su número de teléfono para solicitar su intervención".

Repítese que la prueba de cargo contra los acusados, se encuentra en las grabaciones de las
conversaciones de los teléfonos intervenidos, y así lo afirma el Tribunal sentenciador, y también en el resultado
de los registros practicados a algunos de aquéllos. La sentencia realiza un meticuloso y laborioso análisis
del contenido de dichas conversaciones -que se transcriben- mantenidas entre los acusados cuyas líneas
telefónicas fueron intervenidas y los demás imputados y en base a las mismas y al resultado de los registros,
establece la culpabilidad de todos los ahora recurrentes.

Por lo tanto, y estando estas pruebas contaminadas de la nulidad de las que derivan, cuales son
las grabaciones de las conversaciones ilícitamente intervenidas a  Victoriano , cuya inconstitucionalidad ya
hemos verificado al haber sido efectuadas con vulneración de su derecho fundamental al secreto de las
comunicaciones por absoluta falta de motivación justificativa del sacrificio de dicho derecho, ninguna de las
pruebas en que se basa la condena de los acusados tiene validez y aptitud para ello, siendo manifiesta y
palmaria la conexión natural y de antijuridicidad entre la prueba ilícita y las demás que emanan de ésta.

Procede por ello la estimación de los motivos que los recurrentes formulan, por lo que la sentencia
de instancia deberá ser casada y anulada sin necesidad ya de examinar los restantes motivos, dictándose
por esta Sala una nueva sentencia en la que se absuelva a todos los acusados de los delitos de que venían
siendo imputados.

No sin antes hacer una breve pero necesaria consideración: resulta en extremo desolador comprobar
cómo después de muchos años en los que a través de centenares de resoluciones esta Sala del Tribunal
Supremo ha venido alertando e instruyendo a los órganos jurisdiccionales del Orden Penal sobre la cautela
y cuidado con la que deben proceder a la hora de restringir o sacrificar los derechos constitucionales de
los ciudadanos en el desempeño de sus funciones instructoras y juzgadoras, poniendo especial cuidado
en la imperiosa e ineludible necesidad de justificar motivadamente las medidas lesivas de esos derechos
constitucionales o libertades públicas; resulta decepcionante y preocupante porque seguimos comprobando
con excesiva frecuencia, la omisión de tales prescripciones, lo que trae como inexorable consecuencia la
revocación de sentencias como la presente y la impunidad de delitos muy graves que hubieran podido ser
sancionados de haber desarrollado la instrucción del procedimiento con la diligencia y observancia de la
doctrina reiteradísima de esta Sala en cuestiones como las que hemos analizado.

III. FALLO
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QUE DEBEMOS DECLARAR Y DECLARAMOS HABER LUGAR A LOS RECURSOS DE CASACIÓN
por infracción de precepto constitucional, interpuestos por las representaciones de los acusados  Octavio ,
Victoriano ,  Juan Miguel ,  Basilio ,  Epifanio ,  Rosana ,  Ismael ,  Olegario  y  Vidal ; y, en en su virtud,
casamos y anulamso la sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Santander, Sección Tercera, de fecha
19 de mayo de 2.008, en causa seguida contra los mismos por delitos contra la salud pública y depósito de
armas de guerra. Se declaran de oficio las costas procesales correspondientes a sus respectivos recursos.
Y, comuníquese esta resolución, y la que seguidamente se dicte, a la mencionada Audiencia a los efectos
legales oportunos, con devolución de la causa que en su día remitió.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en la Colección Legislativa lo pronunciamos, mandamos
y firmamos Julian Sanchez Melgar Miguel Colmenero Menendez de Luarca Juan Ramon Berdugo Gomez de
la Torre Manuel Marchena Gomez Diego Ramos Gancedo

SEGUNDA SENTENCIA

En la Villa de Madrid, a veintiocho de Julio de dos mil nueve

En la causa instruida por el Juzgado de Instrucción nº 2 de Santander, con el nº 2 de 2.004, y seguiDa
ante la Audiencia Provincial de Santander, Sección Tercera, por delitos contra la salud pública y depósito de
armas de guerra, contra los acusados   Ismael  , nacido en Algeciras (Cádiz) el 6 de mayo de 1969, hijo de
Francisco y Carmen, con domicilio en  URBANIZACIÓN000  (Santa Cruz de Bezana), Chalet nº  NUM011 ,
con D.N.I. nº  NUM025 , en prisión provisional por esta causa desde el día 26 de agosto de 2002, hasta el
día 19 de noviembre de 2003;   Octavio  , nacido en Santander el 24 de mayo de 1967, hijo de Francisco
e Isabel, con domicilio en Santiago de Cudeyo,  CALLE003 , con D.N.I. nº  NUM026 , en prisión provisional
por esta causa desde el día 7 de septiembre, hasta el 2 de diciembre de 2002;   Victoriano  , nacido en
Santander el 9 de noviembre de 1978, hijo de José Luis y María Teresa, con domicilio en Astillero,  CALLE001
nº  NUM013 ,  NUM027 ., con D.N.I. nº  NUM028 , en prisión provisional por esta causa desde el 26 de agosto
de 2002, hasta el 1 de diciembre de 2003;  Olegario , nacido en Santander el 3 de julio de 1978, hijo de Ovidio
y María Azucena, con domicilio en Guarnizo,  CALLE004  nº  NUM029 , con D.N.I. nº  NUM030 , en prisión
provisional por esta causa desde el 7 hasta el 11 de septiembre de 2002;   Basilio  , nacido en Santander el 28
de septiembre de 1979, hijo de Santiago e Inés, con domicilio en Boo de Guarnizo,  CALLE005 , nº  NUM031
,  DIRECCION002 , con D.N.I. nº  NUM032 , en libertad provisional por esta causa de la que no ha estado
privado preventivamente en ningún momento;   Rosana  , nacida en Santander el 13 de mayo de 1981, hija
de Nicolás y Elvira, con domicilio en Astillero,  CALLE002  nº  NUM015 , escalera  NUM014 ,  DIRECCION001
, con D.N.I. nº  NUM033 , en prisión provisional por esta causa desde el día 7 hasta el día 11 de septiembre
de 2.002;   Epifanio  , nacido en Santander el 23 de agosto de 1978, hijo de José Manuel y Josefa Pilar,
con domicilio en Laredo,  CALLE006  nº  NUM034 ,  DIRECCION001 , con D.N.I. nº  NUM035 , en libertad
provisional por esta causa de la que no ha estado privado preventivamente en ningún momento;   Juan Miguel
, nacido en Santander el 3 de septiembre de 1981, hijo de Emilio y Rosa María, con domicilio en Astillero,
CALLE007  nº  NUM011 , con D.N.I. nº  NUM036 , en libertad provisional por esta causa de la que no ha estado
privado preventivamente en ningún momento y contra   Vidal  , nacido en El Astillero (Cantabria) el 27 de julio
de 1979, hijo de José Luis y Mercedes, con domicilio en Astillero,  CALLE001  nº  NUM010 ,  DIRECCION000 ,
con D.N.I. nº  NUM037 , en libertad provisional por esta causa de la que no ha estado privado preventivamente
en ningún momento, y en la que se dictó sentencia por la mencionada Audiencia, con fecha 19 de mayo de
2.008, que ha sido casada y anulada por la pronunciada en el día de hoy por esta Sala Segunda del Tribunal
Supremo, integrada por los Excmos. Sres. expresados al margen y bajo la Ponencia del Excmo. Sr. D. Diego
Ramos Gancedo, hace constar lo siguiente:

I. ANTECEDENTES

ÚNICO.- No han quedado acreditados por prueba válida y lícitamente obtenida los hechos que se
declaran probados en la sentencia impugnada.

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO

ÚNICO.- Los que figuran en la primera sentencia de esta Sala.

III. FALLO

Que debemos absolver y absolvemos a los acusados  Octavio ,  Victoriano ,  Juan Miguel ,  Basilio ,
Epifanio ,  Rosana ,  Ismael ,  Olegario  y  Vidal  de los delitos de tráfico de drogas que se les imputaban. Y
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al acusado   Octavio  , también, del delito de depósito de armas de guerra, con todos los pronunciamientos
favorables.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en la Colección Legislativa lo pronunciamos, mandamos
y firmamos Julian Sanchez Melgar Miguel Colmenero Menendez de Luarca Juan Ramon Berdugo Gomez de
la Torre Manuel Marchena Gomez Diego Ramos Gancedo

PUBLICACIÓN.- Leidas y publicadas han sido las anteriores sentencias por el Magistrado Ponente
Excmo. Sr. D. Diego Ramos Gancedo, mientras se celebraba audiencia pública en el día de su fecha la Sala
Segunda del Tribunal Supremo, de lo que como Secretario certifico.


